
 

 

 

COMO IMPLEMENTAR Y APLICAR UNA ENMIENDA VERDE 
 
Se debe colocar una Enmienda Verde en la Declaración de Derechos/Sección de la Declaración de 
Derechos de una Constitución, y debe incluir lenguaje que reconoce y protege los derechos tanto 
individuales como comunitarios a un ambiente limpio y saludable. La Enmienda debe avanzar un 
enfoque contra la degradación para proteger a el medio ambiente sin depender en legislación estatal o 
federal. El lenguaje debe incluir tanto a una cláusula individual de derechos y una cláusula de 
confianza pública. Este enfoque proporcionará tribunales con la orientación necesaria para 
comprender cómo garantizar una adecuada implementación de los derechos ambientales, con base en 
las leyes existentes. 
 
INCLUYENDO UN ESTÁNDAR EN CONTRA DE LA DEGRADACIÓN 
La lucha contra la degradación es un enfoque efectivo, bien entendido, y utilizado desde hace mucho 
tiempo para perseguir y lograr la protección ambiental en las leyes estatales y federales. 
 
No hay nada radical o desconocido en garantizar que una actividad no conduzca degradación. Tal 
estándar no significa "sin actividad". Más bien, un sistema contra la degradación permite el desarrollo 
sostenible / operaciones / actividades, es decir, desarrollo / operaciones / actividades que no dañen la 
calidad y la cantidad del agua, el aire, los peces u otros aspectos del ambiente local, tanto a corto plazo 
y a largo plazo. Significa que las entidades gubernamentales no pueden permitir una actividad cuando 
no tienen suficiente información sobre las operaciones específicas del sitio, condiciones y posibles 
consecuencias ambientales. Además, no pueden confiar en suposiciones en lugar de datos, y no pueden 
rechazar o ignorar los datos disponibles demostrando que la degradación es posible. 
 
Un estándar contra la degradación se centra en el nivel de impacto que un recurso natural puede 
resistir, científicamente, sin ser degradado o agotado. Los estándares contra la degradación se utilizan 
para estándares de agua bajo superficies en la ley federal de agua limpia y las leyes estatales de 
protección del agua. En algunos estados, la norma se aplica al agua subterránea además de la aguas 
superficies. Bajo estas leyes existentes, la lucha contra la degradación exige el uso de la ciencia para 
identificar cuándo una descarga de contaminación reducirá la calidad del agua por debajo de su 
condición actual. Ciencia y datos se utilizan para identificar el estado actual de las corrientes, otras 
actividades que impactan los arroyos, y en qué medida una nueva propuesta afectará la condición 
actual de la calidad del agua del arroyo. Este enfoque para la protección del agua se ha aplicado con 
eficacia y éxito durante más de cuarenta años. 
 
CÓMO APLICAR UN ESTÁNDAR CONTRA LA DEGRADACIÓN 
¿Qué significa estar contra la degradación cuando se trata de proteger el medio ambiente? ¿Qué pasa si 
un sistema contra la degradación se aplica a algo más que a el agua? ¿Qué pasa si se aplica a otros 
recursos naturales públicos de los que dependemos, como el aire, suelo, vistas panorámicas y otros 
aspectos del ambiente local? 
 
Cuando se aplica a otras áreas del medio ambiente, un análisis contra la degradación requerirá 
comprender qué contaminantes o niveles de degradación afectan a un recurso natural público, ya sea 
aire, agua, suelo o naturales hábitats como bosques o humedales; cuántos contaminantes o 



 

degradación hay; y la capacidad del aire, agua, suelo, bosque, humedal, o medio ambiente para asimilar 
- o tratar - los contaminantes / degradación. Eso también requiere formular una línea de base para 
determinar qué nivel de aire, agua, suelo, bosque, la calidad de los humedales o del medio ambiente es 
necesario para la salud humana, la vida silvestre, y para asegurar que las actividades humanas no 
degraden o agoten los recursos naturales en nuestro detrimento. 
 
Una Enmienda Verde proporciona un medio para establecer un estándar constitucional contra la 
degradación que se aplica independientemente de las protecciones reglamentarias estatales porque un 
análisis previo a la acción basado en datos y ciencia es necesario para determinar si una acción del 
gobierno puede potencialmente infringir a los derechos protegidos, ya sea bajo los derechos 
ambientales individuales de la Enmienda Verde o bajo las protecciones de confianza pública. 
 
CÓMO LOS TRIBUNALES INTERPRETAN / EVALUAN / REVISAN A EL CUMPLIMIENTO DEL 
ESTÁNDAR EN CONTRA DE LA DEGRADACIÓN 
La implementación de un estándar en contra de la degradación se desarrolla de manera similar, 
aunque con análisis diferentes, tanto bajo a los derechos ambientales individuales que a los 
componentes de confianza de una Enmienda Verde. Un derecho ambiental individual se refiere a la 
protección del derecho inherente de cada persona a un medio ambiente limpio y saludable. El 
componente de confianza establece que el gobierno, en todos los niveles y en todas las ramas del 
gobierno, es un fideicomisario de los recursos naturales públicos y debe conservar y mantener (es 
decir, prevenir la degradación y el agotamiento) de esos recursos en beneficio de todas las personas y 
de las generaciones presentes y futuras. 
 
Bajo las protecciones de los derechos ambientales individuales de la Enmienda Verde, los tribunales 
utilizarán lo que se conoce como “revisión estricta de escrutinio”. Una revisión estricta de escrutinio 
significa que: 1) cualquier intromisión en el derecho de una persona a un medio ambiente saludable 
debe servir a un interés gubernamental imperioso (este propósito no puede ser simplemente un 
objetivo de desarrollo económico); 2) la acción propuesta utiliza los medios menos restrictivos, es 
decir, inflige el menor impacto perjudicial sobre el medio ambiente, que incluye analizar si los medios 
elegidos realmente logran el propósito identificado de la acción; y 3) el interés imperioso del gobierno 
se considera consistente con los propósitos de la Enmienda Verde, es decir, no degradación y equidad 
en términos de impacto en las comunidades. 
 
Bajo el primer paso del análisis, el gobierno no cumplirá con su obligación constitucional si hay 
degradación ambiental sin un interés gubernamental convincente por la acción propuesta / tomada.  
El derecho ambiental está recibiendo el nivel más alto legal de reconocimiento y protección, a la par 
con otros derechos como como derechos de propiedad, esto significa que el gobierno no puede 
permitir o ejercer una actividad simplemente para servir a un interés o porque está en consonancia 
con los abusos ambientales históricos ya impuestos a una comunidad. Más bien, el gobierno tiene que 
demostrar que la actividad sirve a un interés gubernamental imperioso, p. ej. salud pública o 
preocupaciones de seguridad. 
 
El segundo paso del análisis requiere que el gobierno demuestre que utilizó los medios menos 
restrictivos posibles para lograr el interés imperioso del gobierno en cuestión, p. al considerar la 
implementación de la propuesta acción, el gobierno eligió la ruta que proporcionó la menor 
degradación. Consideraciones adicionales durante este componente del análisis incluye: si el gobierno 
realmente logrará su propósito identificado (incluyendo a través de los medios elegidos) y si los 
medios utilizados son demasiado amplios o poco inclusivos. 
 
Por último, el tercer paso deel análisis requerirá que el gobierno demuestre que el interés imperioso 
del gobierno que busca lograr es consistente con los propósitos detrás de la Enmienda Verde (que 



 

prohibirá la degradación y garantizara el acceso equitativo a un medio ambiente limpio). Algunos 
argumentarán que esto impide el desarrollo económico, pero eso no es cierto. De hecho, un desarrollo 
económico saludable y / o enfoques de desarrollo económico no conducen a problemas de 
degradación o equidad. 
 
Es importante notar que desde una perspectiva de derechos constitucionales, los tribunales no 
reconocen el desarrollo en general (incluidas las afirmaciones de creación de empleo) como un 
"interés gubernamental imperioso" porque el punto de tener protecciones de derechos individuales es 
elevar los derechos de las personas, ya sea de la propiedad o derechos ambientales, por encima de 
otros intereses, como el desarrollo económico. Por ejemplo, tomar tierras para propósitos privados no 
se permite en muchos estados, incluso si la expropiación estimularía el desarrollo económico. La 
misma idea se aplica a los derechos ambientales. Tratar el desarrollo económico como un interés 
importante del gobierno permitiría que el derecho triunfaría sobre los derechos ambientales, 
contrario al propósito de elevar los derechos ambientales en el primer sitio. Si existe un conflicto entre 
el uso y el disfruto de la propiedad a través de alguna forma de desarrollo y de los derechos 
ambientales, los tribunales estatales tienen formas de dar lugar a cada uno, pero no de una manera 
que disminuya un conjunto de derechos sobre otro. 
 
Además de las protecciones de los derechos ambientales individuales, una Enmienda Verde también 
debería ofrecer protecciones para individuos en forma de un establecimiento de fondos públicos para 
las generaciones actuales y futuras a los recursos naturales públicos del estado / nación. Para cumplir 
con este requisito, los tribunales exigirán a las entidades gubernamentales que prevengan y remedien 
la degradación a los recursos naturales públicos y garanticen que todas las personas tengan acceso a 
un medio ambiente limpio y saludable. Debajo tal obligación de fideicomiso, el gobierno debe cumplir 
con deberes fiduciarios, que incluyen los deberes de prudencia, lealtad, e imparcialidad. Tales deberes 
ordenarán que las acciones tomadas con el potencial de tener efectos ambientales, ocurran de manera 
informada y cautelosa, creando una carga para los funcionarios del gobierno similar a las protecciones 
ofrecidas por el análisis de derechos ambientales individuales. El gobierno también debe dar cuenta de 
los derechos de todos los residentes, presentes y futuro y, por lo tanto, abordar si una acción dará 
como resultado que algunas comunidades soporten cargas ambientales más pesadas que otros. La 
protección fiduciaria también proporciona un medio para que el gobierno actúe de manera proactiva 
tanto para proteger el medio ambiente y corregir las acciones pasadas que han causado cargas más 
pesadas a las personas o comunidades dentro del estado. Estas protecciones funcionarán para 
deshacer decisiones pasadas que han llevado injusticias ambientales y protegerán a las futuras 
generaciones de tener consecuencias ambientales desproporcionadas. 
 
Por lo tanto, la Enmienda Verde en los tribunales operará dentro de los estándares existentes de 
protección ambiental individual y de los deberes fiduciarios para evitar que los actores 
gubernamentales permitan actividades cuando el gobierno no tiene la información crucial sobre la 
posible degradación o que probablemente conducirá a una degradación ambiental inconstitucional. 
Además, una Enmienda Verde creará el deber de corregir los errores del pasado. Las Enmiendas 
Verdes aseguraran que tanto las generaciones presentes como las futuras gocen del derecho inherente 
a un medio ambiente sano. 
 
 
 
 

Por favor apoye las Enmiendas Verdes para Las Generaciones, Done Hoy en: 
www.ForTheGenerations.org 

 
Traducción por Paola Toro. 

http://www.forthegenerations.org/

